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///nos Ares, de setiembre de 2022.- 

 

AUTOS Y VISTOS: 

 

I.- Que, conforme la decisión de 09 del corriente mes, el 

Tribunal dispuso correr vistas a las partes respecto a la legitimidad procesal 

actual de la AFIP/DGI para continuar en su rol de querellante. 

 

 

II.- Que el Dr. Jonathan D. NOVELLO, en representación de la 

citada querellante AFIP/DGI, estimó que no correspondía modificación 

alguna al respecto. En ese sentido, destacó que la legitimación procesal para 

actuar en juicio como parte querellante no había sufrido alteración alguna 

pues la misma se mantenía a pesar de que el monto adeudado hubiera sido 

cancelado, atento que el bien jurídico protegido por los delitos imputados era 

de carácter supraindividual. 

 

 

III.- Que el Fiscal General de Juicio también estimó que la 

AFIP/DGI continuaba estando legitimada para querellar pues la cancelación 

parcial de la deuda no eliminaba su capacidad en ese carácter. También hizo 

alusión a que el bien jurídico tutelado por las normas penales tributarias, 

además de su aspecto patrimonial, se hallaba vinculado a la protección de la 

hacienda pública como recolección de tributos y soporte de los gastos del 

Estado. Esa particular afectación no era susceptible de apreciación 

económica y subsistía la misma a pesar del pago parcial o total de la deuda. 
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IV.- Que, por su parte, el Dr. Eduardo Arturo YACONIS 

WOELFLIN, a cargo de la defensa del imputado _____ GARCETE, reiteró 

que debía declarase extinguida la acción penal por aplicación de lo normado 

por las leyes de regularización de deuda. 

 

 

V. Que, como se dijera en la referida decisión del 09/09/22, es 

deber del Tribunal tutelar debidamente los derechos de las partes en el 

proceso, evitando cualquier alteración o abuso que afecte un adecuado 

equilibrio entre las mismas. El principio de igualdad no sólo se refiere a 

cuestiones vinculadas a las armas procesales que deban poseer las partes o a 

la contradicción sino también a que durante todo el proceso permanezcan 

incólumes sus derechos. 

 

 

VI. Que precisamente el art. 167 del CPP establece la 

importancia de la intervención de las partes al disponer que siempre deberá 

entenderse prescripta bajo pena de nulidad la observancia de las 

disposiciones concernientes, entre otras, de la parte querellante (apartado 2). 

 

 

VII. Que la cuestión a tratar no pasa por la legitimación de la 

querella al momento en que fue aceptada en la instrucción como tal ya que 

ello no resulta discutible (arts. 82 del CPP y 23 de la ley n° 24.769). El centro 

del debate es si, en la actualidad, subsiste esa legitimación por la ocurrencia 

de un hecho nuevo. En ese sentido, conforme resulta de las constancias 

obrantes en autos la firma “RAGHSA S.A” -en su carácter de responsable 

solidaria de “VLQ CONSTRUCCIONES S.A” ha abonado a la damnificada 
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AFIP-DGI, a partir del plan de pagos RG 3451, la mayor parte del perjuicio 

fiscal derivado de los hechos por los que mediara requerimiento de elevación 

a juicio, encontrándose vigente dicho plan. Dicho pago ha sido debidamente 

acreditado, tal como surge de las propias constancias remitidas por el 

organismo recaudador, y tal como, por otra parte, ha sido reconocido por la 

parte querellante durante la celebración de la audiencia prevista por el art. 

293 del CPP llevada a cabo el 31/08/22. En ese sentido, como lo ha señalado 

objetivamente la querella, sólo queda subsistente el pago aproximado de 

$500.000, es decir que se encontraría abonado más de $2.200.000 del 

perjuicio fiscal por los períodos subsistentes. 

 

 

VIII. Que, atento a ello, la discusión se centra en determinar si 

la aceptación de ese pago por parte de la AFIP/DGI afecta su derecho para 

proseguir en su carácter de querellante. En ese sentido, por lo objetivo, se 

habrá de convenir que se ha acordado y aceptado un pago, en el caso parcial 

y ciertamente importante en relación al monto global, acerca del perjuicio 

económico sufrido por el titular del respectivo bien jurídico respecto al hecho 

requerido. Ello se relaciona naturalmente con su legitimidad procesal actual 

de la AFIP/DGI para continuar en su rol de querellante en los términos del 

art. 82 del CPP pues su natural derecho ha sufrido una significativa variación 

que lo desacredita. 

 

 

IX. Que, por su propia naturaleza, el carácter de ofendido con 

derecho a constituirse en parte querellante con la posibilidad de impulsar el 

proceso, proporcionar elementos de convicción, argumentar sobre ellos y 
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recurrir lo que corresponda, importa la existencia en todo el proceso de ese 

carácter (art. 80 del CPP). Cuando, como en el presente asunto, sobre la 

ofensa se han realizado actos de reparación del daño o perjuicio cuando lo 

menos en lo estrictamente económico, cesa la misma y resiente el derecho de 

que goza. Resulta una contradicción en sus términos que quede subyacente la 

ofensa cuando se ha pactado sobre ella. Con argumento en similares 

situaciones que brinda el propio CP, su art. 59 inc. 6° del CP establece como 

causal de extinción de la acción penal la conciliación entre las partes y la 

reparación integral del perjuicio. En ambos casos de trata de pactos entre las 

partes que involucran concesiones y reparaciones, con lo cual, naturalmente, 

hacen cesar toda ofensa de quien se presentara como querellante (art. 80 

citado). En el presente caso se da una situación similar: el querellante ha 

hecho convenios sobre el daño irrogado por el delito. Cuando se alude a tal 

convenio ello se refiere a cualquier aspecto que pueda asumir ese daño 

comprendiendo, en particular en relación a delitos tributarios, el perjuicio 

económico pues la mayoría de los tipos de la respectiva ley penal tributaria 

alude precisamente a montos de dinero (vgr. arts. 1 y 2 de la ley n° 27.469). 

El argumento de los acusadores respecto a que el respectivo bien jurídico no 

se agota con el perjuicio económico resultante del delito resulta irrelevante 

en el caso pues basta sólo con que sobre la ofensa se hubiera hecho alguna 

concesión o convenio, total o parcial, en relación al daño sufrido en 

cualesquiera de los rubros que lo integran. En ese sentido, un reciente fallo 

de la CFCP que abordó una reparación integral del daño en un caso de 

contrabando consideró que ese delito (como también los delitos tributarios), 

si bien posee tiene un bien jurídico pluriofensivo, lo cierto es que también se 

nutren de un claro contenido patrimonial (asunto “Chiozzi Osvaldo Francisco 
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y otros”, sala III, decisión del 28/09/22, reg. 1318/22). En el caso concreto, 

por lo demás, el pago efectuado y recibido ha sido en el marco de un plan de 

pagos aceptado por la AFIP/DGI en relación al perjuicio económico derivado 

de los hechos imputados. Consecuente y naturalmente con ello, la aceptación 

por el querellante de montos de dinero vinculados al hecho de que se trata, 

importa convenios sobre el daño y, como tal, hace cesar la ofensa que 

legítimamente pudo haber tenido. 

 

 

X. Que, en ese sentido, el art. 1097 del anterior Código Civil era 

terminante al disponer que, si se hacían convenios sobre el daño, se tenía por 

renunciada la acción criminal. Si bien no existe en el actual Código Civil una 

norma similar, el título V capítulo I sección 1 del actual régimen que trata 

sobre la responsabilidad civil y la prevención y reparación del daño (arts. 

1708 y sgtes.) permite llegar a la misma conclusión. Luego de precisar los 

alcances del daño resarcible, el art. 1720 dispone que el consentimiento libre 

e informado del damnificado, en la medida que no constituya una cláusula 

abusiva, libera de la responsabilidad de la lesión de bienes disponibles. En 

otras palabras, en ese caso ya no existe ofensa en el titular del respectivo bien 

jurídico. Se reitera que la satisfacción del perjuicio económico en delitos 

tributarios por su propia naturaleza importa un resarcimiento que integra el 

daño sufrido pues los respectivos montos adeudados integran su especial 

tipicidad. 

 

 

XI. Que nuevamente cabe dejar aclarado que no se halla en 

discusión que el pago efectuado hubiera hecho cesar o reparar una lesión al 
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respectivo bien jurídico, sino que tal pago en el caso importó efectuar 

convenio sobre el daño y ello se proyecta naturalmente sobre la ofensa del 

art. 80 del CPP. Tampoco se halla en entredicho que dicho pago parcial 

posea el carácter de una reparación integral del daño producido o que la ley 

penal tributaria consagre una prohibida prisión por deudas. Se vuelve a 

reiterar que lo que está en tela de juicio es la vigencia del derecho a ser 

querellante cuando se hicieron convenios expresos sobre el daño económico 

que importó el delito. 

 

 

XII.- Que, como se dijera, el Tribunal debe mantener el 

equilibrio o igualdad procesal de todas las partes del proceso evitando 

situaciones que puedan generar desequilibrio o abuso respecto a una de ellas. 

En el caso, no obstante haberse aceptado un plan de pagos vigente sobre la 

reparación del daño económico sufrido en relación al hecho imputado, la 

AFIP/DGI continúa actuando como querellante con las facultades propias del 

art. 80 del CPP. 

 

 

XIII. Que, con base en tales argumentos, en los antecedentes del 

Tribunal in rebus “Esmede Juan Osvaldo” del 14/07/2022, “Verón Gabina 

Sofia y otro” del 30/08/22 y “Pereira Mauricio y otros” del 23 del corriente 

se apartó a la querellante (AFIP/DGI) por haber convenido y aceptado el 

pago, parcial o total, acerca del daño sufrido como titular del respectivo bien 

jurídico, con lo cual se había afectado su legitimidad procesal para continuar 

en dicho rol. 
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XIV. Que, asimismo, no resulta correcto sostener que no se 

halle previsto legalmente revisar en todo momento la intervención de 

cualesquiera de las partes legitimadas en el proceso cuando el citado art. 167 

del CPP lo dispone en forma expresa (también lo hace el art. 2 del Código 

Procesal Penal Federal). En un fallo reciente, con base en esa misma norma, 

el Tribunal apartó de oficio a un letrado defensor por incompatibilidad 

manifiesta en la defensa de los intereses de su defendida (caso “Medina Ossa 

Yajiris Alejandra”, TOPE 1, decisión del 17/08/22). Por ello mismo, el 

Tribunal se halla legitimado procesalmente para revisar, de oficio o a pedido 

de parte, el rol del querellante cuando la ofensa que lo legitima hubiera 

dejado de existir. La pérdida de derechos de la querella corresponde tanto 

cuando no hubo requerido la elevación a juicio de los hechos investigados 

(CSJN Fallos 329:2596) como cuando se ha efectuado convenios sobre el 

daño, aspectos que no obstante no encontrarse específicamente regulados 

derivan naturalmente de la naturaleza de sus funciones. 

 

 

Por todo ello, oídas las partes, 

 

 

SE RESUELVE: 

 

 

I.- TENER POR APARTADA a la AFIP/DGI en su 

carácter de querellante. 

 

 

II.- TENER PRESENTES las reservas formuladas. 
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Regístrese y notifíquese. Fecho, vuelva a despacho. 

 

 

 

 

 

 
Fdo. Dr. Luis Gustavo LOSADA, Juez de cámara. Ante mi: María Agustina 

RODRÍGUEZ PACILLY, Secretaria1. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

1 Se deja constancia que el presente decreto fue emitido a través 

de medios digitales por el Sr. Juez, Dr. Luis Gustavo LOSADA, conforme a 

las pautas de trabajo remotos establecidas por la CSJN en la Acordada 

31/20. 


